
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto  - 2ª Instancia -24 de enero de 2018
Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2017-00109-01
Accionante:

Carlos Ariel Correa Jiménez.
Accionado: 

Juzgado Segundo Civil Municipal 
Vinculado (s):

César Augusto Villa Marín, María Dora García Arias y el Presidente del Consejo Seccional de la Judicatura
Proceso:

Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


DEBIDO PROCESO / EJECUTIVO / FALTA DE VINCULACIÓN / NULIDAD - La queja del actor y la consecuente protección pedida, tienen origen en el proceso ejecutivo que ante el despacho judicial accionado inició César Augusto Villa Marín contra María Dora García Arias y Jorge Horacio Cardona, respecto de quien el accionante actúa como curador ad litem y, en tal virtud, por no asistir a la audiencia prevista en el artículo 443 del CGP fue sancionado con multa que ascendió a $3’688.585,oo en favor del Consejo Superior de la Judicatura, decisión que ha adquirido firmeza y que se solicita sea “revocada”.

Pues bien, de este contexto, surge la inconsistencia anunciada, y que tiene que ver con el hecho de no haberse convocado a este trámite, ni al Consejo Superior de la Judicatura, como ente beneficiario de la citada condena, ni a Jorge Horacio Cardona, sujeto procesal dentro de la causa general respectiva, al margen de lo que finalmente se decida, porque, en todo caso, como interviniente dentro del expediente del que se duele el actor, ha sido de rigor, la citación de ambos extremos de determinado litigio.

De manera que como dejó de convocárseles a esta acción, esa inadvertencia se erige en causal de nulidad de lo actuado en los términos del numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, por no haberse vinculado ni notificado a ninguna de ellos, lo que les ha impedido ejercer a cabalidad su derecho de defensa, tanto más en este caso en el que existe la posibilidad de que, en esencia, aquella Corporación se vea afectada con la resolución final que se pueda adoptar. Tal falencia no puede pasarla por alto la Corporación y es deber de la Sala, por tanto, remediar la cuestión, procurando la comparecencia de los llamados a responder.

Como corolario de lo dicho, se declarará la nulidad de la actuación a partir del fallo de primera instancia, calendado a diciembre 13 de 2017, y se le ordenará al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas,  que proceda a la debida vinculación de ambos sujetos.
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Sería del caso entrar a resolver de fondo sobre la impugnación que interpuso Carlos Ariel Correa Jiménez, contra la sentencia del 13 de diciembre último, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela que promovió frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fueron vinculados César Augusto Villa Marín, María Dora García Arias y el Presidente del Consejo Seccional de la Judicatura, si no fuera porque de la detenida revisión que se hace del expediente se halla que en el trámite de primer grado, se incurrió en una irregularidad que viene a erigirse como causal de nulidad de lo actuado.
  



En efecto, en uso de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, solicitó la parte demandante la protección del derecho fundamental al debido proceso que estimó conculcado por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas.




El despacho de conocimiento dispuso dar trámite a la tutela con auto del 1º de diciembre y dispuso la vinculación de César Augusto Villa Marín, María Dora García Arias y del Presidente del Consejo Sección de la Judicatura, en cabeza del doctor Jaime Robledo Toro; descorrido el traslado, sobrevino el fallo de primer grado que declaró la improcedencia de la acción.

 



La queja del actor y la consecuente protección pedida, tienen origen en el proceso ejecutivo que ante el despacho judicial accionado inició César Augusto Villa Marín contra María Dora García Arias y Jorge Horacio Cardona, respecto de quien el accionante actúa como curador ad litem y, en tal virtud, por no asistir a la audiencia prevista en el artículo 443 del CGP fue sancionado con multa que ascendió a $3’688.585,oo en favor del Consejo Superior de la Judicatura, decisión que ha adquirido firmeza y que se solicita sea “revocada”.





Pues bien, de este contexto, surge la inconsistencia anunciada, y que tiene que ver con el hecho de no haberse convocado a este trámite, ni al Consejo Superior de la Judicatura, como ente beneficiario de la citada condena, ni a Jorge Horacio Cardona, sujeto procesal dentro de la causa general respectiva, al margen de lo que finalmente se decida, porque, en todo caso, como interviniente dentro del expediente del que se duele el actor, ha sido de rigor, la citación de ambos extremos de determinado litigio.
De manera que como dejó de convocárseles a esta acción, esa inadvertencia se erige en causal de nulidad de lo actuado en los términos del numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, por no haberse vinculado ni notificado a ninguna de ellos, lo que les ha impedido ejercer a cabalidad su derecho de defensa, tanto más en este caso en el que existe la posibilidad de que, en esencia, aquella Corporación se vea afectada con la resolución final que se pueda adoptar. Tal falencia no puede pasarla por alto la Corporación y es deber de la Sala, por tanto, remediar la cuestión, procurando la comparecencia de los llamados a responder.

  



Como corolario de lo dicho, se declarará la nulidad de la actuación a partir del fallo de primera instancia, calendado a diciembre 13 de 2017, y se le ordenará al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas,  que proceda a la debida vinculación de ambos sujetos.
En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

  



DECLARAR la nulidad de lo actuado en la acción de tutela instaurada por Carlos Ariel Correa Jiménez, contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, a partir, incluso, desde la sentencia del 13 de diciembre de 2017.

 
 

ORDENAR al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, vincular al Consejo Superior de la Judicatura, y a Jorge Horacio Cardona Rivillas, en aras de que se garantice la oportunidad de contradicción; para ello, hágase inmediata devolución del expediente.

  



Las pruebas que se hayan practicado conservan su validez. 

  



En la forma dispuesta por el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 notifíquese sobre el contenido de este proveído a todos los interesados.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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